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Auto No.  AI-046 
Proceso:    Ejecutivo 
Demandante:    Oscar Montoya 
Demandado:    María Auxiliadora Tulena 
Radicado:    05001 31 03 0 2009 00561 01 
Asunto:                     Confirma auto apelado 
 
 

TTRRIIBBUUNNAALL  SSUUPPEERRIIOORR  

DDIISSTTRRIITTOO  JJUUDDIICCIIAALL  DDEE  MMEEDDEELLLLÍÍNN  

-SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL- 

 

Medellín, Once (11) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la 

apoderada judicial del ejecutante –Oscar Montoya- frente al auto de fecha 

Veinticinco (25) de noviembre de dos mil veinte (2020)1, por medio del cual 

el Juzgado Primero Civil del Circuito de Ejecución de Sentencias de 

Medellín, denegó el decreto de las medidas cautelares de embargo y 

secuestro sobre los bienes de la señora Natalia Ospina Moreno. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

1. Supuestos fácticos vinculados al presente 

proceso. Como hechos relevantes con miras a desatar la alzada se tiene 

que, el señor Oscar Montoya por intermedio de apoderado judicial promovió 

proceso ejecutivo en contra del señor Alberto Ospina Tulena y María 

Auxiliadora Tulena de Ospina, como consecuencia del incumplimiento de 

los pagarés suscritos por aquellos a favor del ejecutante, correspondiéndole 

inicialmente el conocimiento de la acción al Juzgado Catorce Civil del 

Circuito de Oralidad de Medellín, quien previo agotamiento de las etapas 

procesales pertinentes, dispuso la remisión del proceso a los Juzgados de 

Ejecución de Sentencias de Medellín. 

 

 A secuela de lo anterior, el apoderado de la parte 

demandante solicitó al Juzgado Primero Civil del Circuito de Ejecución de 

Sentencias la medida cautelar de embargo y secuestro de los bienes 

inmuebles distinguidos con F.M.I No 020-78682, 001-1270082, 370-564742, 

370-564640 y 373-80759 de la señora Natalia Ospina Moreno, bajo el 

                                                 
1 El presente proceso fue repartido a esta Sala Unitaria, el día 26 de julio del 2021. 
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argumento, que como en el proceso verbal que se adelantó en el Juzgado 

Diecinueve Civil del Circuito de Oralidad de Medellín con radicado 2012-

00296, se ordenó que la señora Ospina Moreno debía cancelar a la señora 

María Auxiliadora (demandada en el presente proceso ejecutivo) la suma de 

$1.518.433.550.000, consideró el apoderado de la parte demandante que 

dichas medidas cautelares resultaban plenamente procedentes. 

 

    2. Del auto impugnado. En auto del Veinticinco (25) 

de noviembre de dos mil veinte (2020) el Juez del caso procedió a resolver 

la petición de la medida cautelar, denegando su decreto porque la titular de 

los bienes objeto de la medida no es parte dentro del proceso ejecutivo, es 

decir, “no es deudora de este proceso”, conforme lo previsto en el artículo 

590 del C.G.P. 

 

     3. De la Alzada: En contra de la anterior decisión el 

apoderado de la parte demandante formuló recurso de reposición y en 

subsidio  apelación, reiterando que al ser la señora Natalia Ospina deudora 

de la hoy demandada (maría auxiliadora) en razón de la sentencia, puede 

ordenarse el embargo de los bienes que figuran en cabeza de la señora 

Ospina Moreno para hacer efectivo la condena de la sentencia del Juzgado 

Diecinueve Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, y de esta forma hacer 

efectivo la acreencia para el proceso ejecutivo de la referencia. 

 

Dando trámite al recurso interpuesto, el juez de 

conocimiento en providencia calendada del seis (06) de julio del 2021 

resolvió el recurso horizontal, confirmando su decisión y reiteró similares 

argumentos para justificar su rechazo, en consecuencia, concedió el recurso 

vertical frente al ítem relacionado con la negación de las medidas 

cautelares. 

 

Expuestos de esta manera los motivos que llevaron a 

interponer la alzada, procede la Sala a resolver el recurso impetrado, con 

fundamento en las siguientes,  
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II. CONSIDERACIONES 

                                    

                 2.1. Procedencia del recurso de apelación. Sea lo 

primero indicar que el artículo 321 del Código General del Proceso precisa 

taxativamente los asuntos que son susceptibles de apelación, para el caso, 

nos limitaremos a señalar el descrito en el numeral 8 de la normativa como 

fundamento que respalda el recurso vertical interpuesto: 

 

“Son apelables las sentencias de primera instancia, salvo las que se 

dicten en equidad. También son apelables los siguientes autos proferidos en primera 

instancia: 

 

8. El que resuelva sobre una medida cautelar, o fije el monto de la 

caución para decretarla, impedirla o levantarla”. 

 

  2.2. Las medidas cautelares procedentes en los procesos 

ejecutivos: Sobre el particular, y por ser tema de obligado análisis en el 

presente, ineludible se torna traer a cita lo contemplado por el artículo 599 

del Código General del Proceso, el cual es del siguiente tenor: 

 

Desde la presentación de la demanda el ejecutante podrá solicitar el embargo 

y secuestro de bienes del ejecutado. 

 

Cuando se ejecute por obligaciones de una persona fallecida, antes de 

liquidarse la sucesión, sólo podrán embargarse y secuestrarse bienes del causante. 

 

El juez, al decretar los embargos y secuestros, podrá limitarlos a lo necesario; 

el valor de los bienes no podrá exceder del doble del crédito cobrado, sus intereses y las 

costas prudencialmente calculadas, salvo que se trate de un solo bien o de bienes afectados 

por hipoteca o prenda* que garanticen aquel crédito, o cuando la división disminuya su 

valor o su venalidad. 

 

A su vez, el estatuto adjetivo establece requisitos especiales para la 

procedencia de la medida cautelar, en este caso, se hará referencia al embargo de 

los derechos o de créditos que la persona contra quien se decrete tenga en otro 
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proceso, tal y como lo establece el numeral 5 del artículo 593 ibídem, “El de 

derechos o de créditos que la persona contra quien se decrete el embargo persiga o tenga en 

otro proceso se comunicará al juez que conozca de él para los fines consiguientes y se 

considerará perfeccionado desde la fecha de recibo de la comunicación en el respectivo 

despacho judicial”. 

  

                           Por su parte, no debe perderse de vista que los parámetros 

que se deben tener en cuenta para la materialización de dicha cautela, así 

como los presupuestos de su procedencia, obedece a las pautas 

establecidas por el legislador y no por las que por interpretación genuina de 

un particular otorgue en relación a su decreto y perfeccionamiento.  

 

3. Del caso concreto. El asunto para resolver por la 

Sala Unitaria Civil de Decisión se circunscribe a determinar si -como lo solicita 

la parte recurrente-, es procedente ordenar la medida cautelar de embargo 

sobre los bienes inmuebles cuya propiedad pertenece a la señora Natalia 

Ospina, con ocasión de la obligación de condena que aquella 

“supuestamente”2 debe reconocer a uno de los sujetos procesales 

demandados dentro del presente proceso ejecutivo. 

 

Bien para analizar el anterior planteamiento, es 

menester tener presente que el juez que denegó la medida cautelar de 

embargo, bajo el argumento de que como la persona afectada con esa 

medida (que, en estricto sentido, es una persona distinta a los hoy ejecutados), no 

integraba el extremo pasivo de la obligación, luego, sus activos no podían 

comprometerse en virtud de un mandamiento de pago que no lo cobijaba, 

decisión que a consideración del suscrito no luce arbitraria o caprichosa en 

tanto, pues si bien se pudieron dar mejores razones, de todas maneras lo 

decidido se acompasa con las normas que rigen el decreto de la medida 

cautelar de embargo de un crédito, el que vale la pena advertir, ya fue 

materializado según se observa en oficio 662 del 5 de noviembre del 2020, 

en donde el Juzgado Diecinueve Civil del Circuito de Medellín, informó que 

                                                 
2 Se hace la precisión, en tanto en el proceso no obra sentencia que efectivamente condene a la señora a dicho 

reconocimiento, sino que obedece a la manifestación del apoderado del demandante quien reiterativamente 

indica la existencia de dicha providencia. 
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se tomó atenta nota del embargo de los derechos y créditos de la señora 

María Auxiliadora Tulena de Ospina.  

 

Ciertamente, encuentra este magistrado que la parte 

ejecutante apelante está confundida cuando estima que la medida cautelar 

del embargo de un crédito que un tercero adeuda a la vez a su demandado 

–deudor-, implícitamente la habilita para embargar los bienes de ese 

tercero, cosa que no es posible sino una vez a ella le haya sido adjudicado 

el crédito y proceda a demandar su cobro ejecutivo y solamente con ocasión 

de ese proceso, pues mientras tanto eso no es viable jurídicamente y 

mucho menos dentro del proceso ejecutivo que se sigue aquí, donde no es 

parte ejecutada la señora Natalia Ospina Moreno.    

 

Es que no puede perderse de vista que si bien el 

aforismo jurídico establece que el patrimonio de los deudores es la prenda 

general de los acreedores3, lo cierto es que dicha connotación no puede 

hacerse extensiva a todas las acreencias futuras o que se esperan que 

tengan los acreedores del deudor deban ser objeto de ejecución, en tanto, 

tratándose de procesos ejecutivos, lo cierto es que la garantía de las 

cautelas que buscan como fin preservar esa masa de activos y pasivos 

recae exclusivamente en el sujeto pasivo de la acción, con la finalidad de 

que el acreedor pueda subrogarse en dichos créditos hasta el monto de lo 

adeudado, pero eso no conlleva por ahí mismo a que pueda perseguir de 

antemano los bienes individualmente considerados de las personas que le 

adeudan a la vez a su deudor demandado, pues en el entretanto aquellos 

bienes no pueden servir de soporte para satisfacer una obligación ajena y la 

cual no le ha sido exigible al deudor, acreencia que tan siquiera se 

encuentran actualmente en cabeza de la persona a la que se le reprocha su 

cumplimiento en el proceso ejecutivo. 

 

                                   Así las cosas, no luce arbitraria o antojadiza la 

decisión adoptada por el operador cognoscente, en tanto se acompasa con 

un respaldo legal y probatorio en torno al tema debatido, debiéndose 

                                                 
3 En ese sentido establece el artículo 2488 del Código Civil que “Toda obligación personal da al acreedor el 

derecho de perseguir su ejecución sobre todos los bienes raíces o muebles del deudor, sean presentes o 

futuros, exceptuándose los no embargables designados en el artículo 1677 ibídem”. 
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concluir por la Sala de Decisión que, en efecto, no resulta factible el 

embargo de los derechos de la señora Ospina Moreno, en consideración a 

que no integra la parte pasiva de la Litis, y a su vez la hoy demandada, 

carece de la condición de propietaria de los bienes objeto de cautela, pues 

la existencia de una acreencia a su favor, no comporta su ejecución por 

parte de terceros ajenos a la relación obligacional.   

   

  En atención a lo pretéritamente expuesto, esta Sala de 

Decisión Civil procederá a confirmar el auto fechado Veinticinco (25) de 

noviembre de dos mil veinte (2020), mediante el cual el Juzgado Primero 

Civil del Circuito de Ejecución de Sentencias de Medellín, el cual denegó el 

embargo de los bienes inmuebles pretendido por el apoderado del 

demandante, por las razones expuestas en líneas precedentes, en apoyo a 

la improcedencia de su decreto.  

 

De esta manera y por las razones expuestas, el 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN, en Sala 

Unitaria de Decisión Civil,  

III. RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el auto de fecha Veinticinco (25) de 

noviembre de dos mil veinte (2020), proferido por el Juzgado Primero Civil 

del Circuito de Ejecución de Sentencias de Medellín, ello, de conformidad 

con las razones expuestas de manera precedente. 

 

 

SEGUNDO: No condenar en costas, por cuanto las mismas no 

se causaron. 

 
NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE, 

 
 
 
 
 
 
 
 

JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 
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